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CONTRADICCIÓN DE TESIS 87/2008-SS.

ENTRE LAS SUSTENTADAS POR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS SEGUNDO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO Y TERCERO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
ponente: MINISTRO GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL.

secretario: RÓMULO AMADEO FIGUEROA SALMORÁN.

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día veinticinco de junio de dos mil ocho.
VISTO BUENO.

SEÑOR MINISTRO.

V I S T O S; Y,

R E S U L T A N D O:

COTEJÓ.

PRIMERO. Mediante oficio 1492, recibido el veinte de mayo de dos mil ocho en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Secretaria de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito comunicó la denuncia formulada por los Magistrados integrantes de ese Tribunal, respecto de la posible contradicción de tesis, entre el criterio sustentado por el mismo Órgano Colegiado y el sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en la misma materia del Sexto Circuito. La denuncia relativa, en lo que interesa, es del tenor siguiente:

“En cumplimiento a lo ordenado en el punto segundo de la resolución dictada por mayoría de votos de este Órgano Colegiado el quince del actual, en el toca de queja **********, originado con motivo del recurso interpuesto por el quejoso **********, contra el acuerdo dictado por la Juez Segundo de Distrito en Materia Administrativa en el Estado de Jalisco, en el incidente de suspensión relativo al juicio de amparo **********, en sesenta fojas utilizadas, le remito testimonio de la citada ejecutoria, el disquete que la contiene, así como copia certificada del toca de queja aludido, en cuatrocientas noventa fojas, toda vez que este Tribunal Colegiado denuncia la posible contradicción de criterio con el sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, en la tesis de rubro: ‘SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONTRA LA REMOCIÓN DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES DE ELECCIÓN POPULAR CUANDO, APARENTEMENTE, LA ORDEN SE HUBIERA EMITIDO POR AUTORIDAD INCOMPETENTE’.”.
SEGUNDO. Por auto de veintitrés de mayo de dos mil ocho, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó formar el expediente “varios” 678/2008-PL y determinó que, como las ejecutorias posiblemente contradictorias correspondían a la materia administrativa, el oficio de denuncia y sus anexos fueran remitidos a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos legales consiguientes.

TERCERO.  Mediante proveído dictado el dos de junio de dos mil ocho, el Presidente en funciones de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación mandó formar y registrar el expediente de contradicción de tesis con el número 87/2008-SS, así como requerir al Presidente del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, la remisión de copia certificada de la ejecutoria correspondiente.

CUARTO. Una vez que se desahogó el requerimiento formulado, por acuerdo de once de junio de dos mil ocho, el Presidente de la propia Segunda Sala determinó que ésta era competente para conocer de la posible contradicción de criterios; asimismo, ordenó dar vista al Procurador General de la República, a fin de que dentro del plazo de treinta días manifestara lo que estimara pertinente, y ordenó turnar el asunto al Señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, para su estudio.

El Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito aún no ha formulado pedimento.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver la presente denuncia de contradicción de tesis, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución General de la República, 197-A de la Ley de Amparo y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el punto Cuarto, vinculado con el Tercero, fracción VI, del Acuerdo Plenario número 5/2001, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve de junio de dos mil uno, en virtud de que se trata de una posible contradicción de criterios en materia administrativa, especialidad de esta Sala.

SEGUNDO. La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima.

En efecto, el artículo 197-A de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales dispone, que podrán denunciar la contradicción de tesis sustentadas por Tribunales Colegiados de Circuito en juicios de su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador General de la República, los Tribunales mencionados o sus Magistrados, o las partes que intervinieron en los juicios en que tales tesis se hayan sustentado.

En este caso, la denuncia de contradicción la formularon los Magistrados integrantes del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y dado que ese órgano es el que emitió uno de los criterios presuntamente contradictorios, cabe concluir que la denuncia la efectuaron quienes cuentan con legitimación para ello.

No obsta a lo anterior, que el oficio de denuncia lo haya suscrito materialmente la Secretaria de Acuerdos del Tribunal Colegiado denunciante, puesto que dicha fedataria no pretendió formular tal denuncia, sino que en realidad dio cumplimiento a la decisión que los integrantes de dicho Órgano Colegiado adoptaron al emitir, por mayoría de votos, la ejecutoria dictada el quince de mayo de dos mil ocho, en el toca **********, relativo al recurso de queja interpuesto por **********.
TERCERO. A fin de verificar la existencia de la contradicción denunciada, se transcriben a continuación, en lo conducente, las ejecutorias relativas.
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver por mayoría de votos el recurso de queja número **********, en sesión de quince de mayo de dos mil ocho, sostuvo en lo conducente: 

“[…] Ante todo, resulta importante establecer que en la resolución del presente recurso de queja, corresponde a este Tribunal Colegiado verificar si la ponderación efectuada por la juzgadora de primer grado se apegó a las reglas de la suspensión o se incurrió en exceso en el examen de la afectación al interés social que fue el sustento para negar, en el caso concreto, la medida cautelar solicitada.

La consideración inmediata anterior encuentra apoyo en los criterios transcritos por el propio recurrente en el pliego de agravios y en la demanda de amparo, en el sentido de que aun cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación no ha definido lo que debe entenderse por interés social y por disposiciones de orden público, la apreciación de su existencia depende del caso concreto lo que corresponde verificar al juzgador de amparo, el cual debe exponer los motivos por los que considere se ocasiona o no perjuicio al interés social, o si se contravienen o no disposiciones de orden público.

Que no es ajeno a la función de los juzgadores apreciar la existencia de la probable afectación del interés social en los casos concretos que se les sometan para su fallo; que en términos generales se produce tal afectación cuando con la suspensión se priva a la colectividad de un beneficio que le otorgan las leyes o se le infiere un daño que de otra manera no resentiría; así como que no se debe confundir el interés particular con el interés público y cuando no esté en juego el interés de todos esos grupos protegidos, sino el de uno solo de ellos, habría que ver si la concesión de la suspensión podría dañar un interés colectivo en forma mayor que como podría dañar al quejoso la ejecución del acto concreto reclamado.

Asimismo, que para decidir sobre la suspensión debe el juzgador examinar el cumplimiento de los requisitos previstos por el artículo 124 de la Ley de Amparo; que la decisión de paralizar o no los actos requiere del estudio de la satisfacción de los supuestos establecidos por el artículo 124 de la Ley de Amparo, de una manera casuista.

Que el juzgador de amparo debe efectuar una ponderación –con relación a la afectación al interés social—, apegada a las reglas de la suspensión y sin incurrir en exceso en el examen del caso concreto respecto del cual se solicita la medida cautelar.

Al respecto, este Tribunal Colegiado sustentó el criterio, pendiente de publicación, al tenor:

‘INTERÉS SOCIAL. LA APRECIACIÓN DE SU AFECTACIÓN DEBE VERIFICARSE CON BASE EN LA OBSERVANCIA DEL ARTÍCULO 124, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, INDEPENDIENTEMENTE DE LO BREVE O EXTENSO DE LA EXPOSICIÓN DE ARGUMENTOS EN LO RELATIVO. (Se transcribe)’.

Pues bien, para efectos de verificar si la ponderación efectuada por la juzgadora de primer grado –con relación a la negativa de la suspensión provisional por afectación al interés social y disposiciones de orden público— se apegó a las reglas de la suspensión o se incurrió en exceso en tal examen, resulta dable poner de manifiesto las siguientes actuaciones.

De la demanda de amparo se advierte que el quejoso solicitó la suspensión provisional y definitiva de los actos reclamados, al tenor: ‘(Se transcribe)’ (foja 406 del toca de queja).

En el auto recurrido, la juez de Distrito negó la suspensión provisional solicitada, al considerar que no se cumplió con el requisito contenido en el artículo 124, fracción II, de la ley de Amparo, toda vez que de otorgarse la medida cautelar se llevaría consigo una afectación al interés social y a disposiciones de orden público, en virtud de que ‘el procedimiento iniciado al quejoso, constituye un requisito de comprobación a cargo de las autoridades, concretamente del Congreso del Estado; mientras que la sociedad está interesada en que se cuente con funcionarios eficientes, honestos e imparciales, que garanticen satisfactoriamente la demanda de impartición de justicia, pronta, completa e imparcial, de ahí la razón del porque se atentaría a la sociedad con el otorgamiento de la suspensión’.

Asimismo, sostuvo que el procedimiento de comprobación y resolución, con miras a evaluar el desempeño de los funcionarios del Poder Judicial del Estado, que culminará con la reelección o ratificación en el cargo, tiene una dualidad de caracteres, ya que, por un lado, ‘es un derecho de permanencia y seguridad en el empleo y autonomía e independencia en la función, que se traduce en que se tome en cuenta el tiempo ejercido como juzgador. Por otro lado, es una garantía que opera a favor de la sociedad, ya que ésta tiene derecho a contar con juzgadores idóneos que aseguren una impartición de justicia pronta, completa, gratuita e imparcial’.

Que al ser la sociedad la destinataria de la garantía de acceso jurisdiccional y por ello estar interesada en que le sea otorgada por conducto de funcionarios judiciales idóneos que realmente la hagan efectiva, es evidente que ‘tiene un impacto directo en la sociedad’; que debe prevalecer el interés de la sociedad de contar con juzgadores idóneos que aseguren una impartición de justicia pronta, completa, gratuita e imparcial, sobre el interés del quejoso de mantenerse en el cargo ‘sin el procedimiento de comprobación del desempeño de su función, pues de sustraerse a tal principio, se verían afectados importantes valores de la sociedad que garantizan la armonía y cohesión social’.

Sostuvo la A quo, que ‘dicho procedimiento en sí mismo que es lo que el quejoso pretende impedir que se inicie y se tramite, es de orden público (sic) interés social, de manera que de conceder la suspensión para los efectos solicitados indefectiblemente que contravendría disposiciones de orden público (sic) interés social, por lo que no se colma el requisito previsto en el artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo.= Incluso, cabe decir que de conceder la suspensión en los términos en que pretende el quejoso, se traduciría en el otorgamiento de prórroga del nombramiento de Magistrado, puesto que por un lado se impediría que el Congreso del Estado cumpliera con el procedimiento de evaluación previsto en el artículo 61 de la Constitución del Estado de Jalisco, y por el otro, si ese órgano decidiera la no ratificación o reelección, la suspensión daría la autorización para que continuara en el cargo’.

La Juez Federal apoyó su determinación en las jurisprudencias de rubros: ‘INAMOVILIDAD JUDICIAL. NO SOLO CONSTITUYE UN DERECHO DE SEGURIDAD O ESTABILIDAD DE LOS MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES QUE HAYAN SIDO RATIFICADOS EN SU CARGO SINO, PRINCIPALMENTE, UNA GARANTÍA A LA SOCIEDAD DE CONTAR CON SERVIDORES IDÓNEOS’, ‘RATIFICACIÓN O NO DE FUNCIONARIOS JUDICIALES LOCALES. LA DECISIÓN CORRESPONDIENTE ES UN ACTO QUE TRASCIENDE LOS ÁMBITOS INTERNOS DE GOBIERNO, POR LO QUE ES EXIGIBLE QUE ESTÉ DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA’ y ‘MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES. ASPECTOS QUE COMPRENDE LA ESTABILIDAD O SEGURIDAD EN EL EJERCICIO DE SU CARGO’.

Bien, este Órgano Colegiado no encuentra objetivamente incorrecta la ponderación efectuada por la juzgadora de primer grado –con relación a la negativa de la suspensión provisional por afectación al interés social y a disposiciones de orden público—, toda vez que se advierte apegada a las reglas de la suspensión, además, se observa que la A quo no incurrió en exceso en el examen que realizó del caso concreto respecto del cual se solicitó la medida cautelar.

Cierto, en el auto materia del presente recurso de queja, la juzgadora de primer grado consideró improcedente otorgar la medida cautelar de que se trata, al considerar que se incumplió con el requisito contenido en el artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo.

Como se advierte de lo anterior, para efectos de negar la suspensión solicitada, la Juez Federal se apegó a las reglas de la suspensión, en específico, la prevista en el artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo.

El citado precepto legal dispone: ‘Artículo 124. (Lo transcribe, con su fracción II)’.

Del precepto legal transcrito con antelación, se advierte que se dispone de una manera enunciativa cuando se siguen perjuicios al interés social o se contravienen disposiciones de orden público.

Luego, si del auto recurrido se advierte que, precisamente, la Juez de Distrito negó la medida cautelar solicitada, al estimar que con su otorgamiento se afecta el interés social y las disposiciones de orden público, con sustento en la fracción II del artículo 124 de la Ley de Amparo, resulta inconcuso que tal determinación no se apartó de las reglas previstas por el ordenamiento que regula el juicio de garantías para la suspensión de los actos reclamados.

Ahora bien, del análisis de las consideraciones en que se sustenta el auto recurrido, este órgano Colegiado no advierte que en el examen efectuado por la A quo para arribar a la determinación inmediata anterior, se hubiera incurrido en exceso.

En efecto, la Juez Federal estimó que en el caso concreto resultó improcedente conceder la medida cautelar solicitada, al no cumplirse con el requisito previsto por el artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo, toda vez que ‘el procedimiento iniciado al quejoso, constituye un requisito de comprobación a cargo de las autoridades, concretamente del Congreso del Estado; mientras que la sociedad está interesada en que se cuente con funcionarios eficientes, honestos e imparciales’.

Asimismo, sostuvo que el procedimiento ‘es una garantía que opera a favor de la sociedad, ya que ésta tiene derecho a contar con juzgadores, idóneos que aseguren una impartición de justicia pronta, completa, gratuita e imparcial’.

Que debe prevalecer el interés de la sociedad sobre el interés del quejoso de mantenerse en el cargo ‘sin el procedimiento de comprobación del desempeño de su función, pues de sustraerse a tal principio, se verían afectados importantes valores de la sociedad que garantizan la armonía y cohesión social’.

Así como que ‘de conceder la suspensión en los términos en que pretende el quejoso, se traduciría en el otorgamiento de prórroga del nombramiento de Magistrado, puesto que por un lado se impediría que el Congreso del Estado cumpliera con el procedimiento de evaluación previsto en el artículo 61 de la Constitución del Estado de Jalisco, y por el otro, si ese órgano decidiera la no ratificación o reelección, la suspensión daría la autorización para que continuara en el cargo’.

Ponderación de la Juez de Distrito –con relación a la afectación social y las disposiciones de orden público— que este Tribunal Colegiado no encuentra excesiva, puesto que se advierte objetivamente correcta, al considerar el concreto aspecto por el que se solicitó la suspensión y la probable afectación a la comunidad con el otorgamiento de la paralización impetrada.

Cierto, como quedó apuntado, del auto recurrido se aprecia que la juzgadora de amparo efectuó un examen razonado y razonable, mediante un juicio de ponderación de la afectación al interés social y el orden público que se causaría de concederse la suspensión solicitada.

Así es, la A quo examinó sin excesos los factores relevantes que derivan de las hipótesis previstas en la fracción II, del artículo 124, de la Ley de Amparo, atinente a la afectación del orden público e interés social.

Ello se estima así, toda vez que la juez natural estimó que ‘la sociedad está interesada en que se cuente con funcionarios eficientes, honestos e imparciales, que garanticen satisfactoriamente la demanda de impartición de justicia, pronta, completa e imparcial’.

Que al ser la sociedad la destinataria de la garantía de acceso jurisdiccional y por ello estar interesada en que le sea otorgada por conducto de funcionarios judiciales idóneos que realmente la hagan efectiva, es evidente que ‘tiene un impacto directo en la sociedad’; que debe prevalecer el interés de la sociedad sobre el interés del quejoso de mantenerse en el cargo ‘sin el procedimiento de comprobación del desempeño de su función, pues de sustraerse a tal principio, se verían afectados importantes valores de la sociedad que garantizan la armonía y cohesión social’.

Consideraciones de la Juez de Distrito al efectuar la ponderación de afectación al interés social y a disposiciones de orden público, respecto de los concretos actos por el que se solicitó la suspensión –para que ‘las autoridades responsables se abstengan de iniciar, continuar o tramitar cualquier procedimiento de comprobación del desempeño funciones con el propósito de reelección o ratificación del cargo’– que, además, este órgano Federal no encuentra objetivamente incorrecta.

En efecto, los sintetizados argumentos de agravio resultan infundados, pues como lo sostuvo la juez A quo y como lo admite el recurrente, la suspensión provisional no procede en tratándose de la pretensión de paralizar el inicio o prosecución del procedimiento, precisamente porque éstos (sic) son de orden público y la sociedad se encuentra interesada en que se lleven a cabo, para que cumplan con la finalidad para la que fueron creados.

Por esas razones, contrario a lo que sostiene la recurrente, no se encuentran incorrectas las disposiciones legales y las jurisprudencias en que se fundamentó la decisión de la Juez A quo.

En otro aspecto, en cuanto se aduce que con la suspensión de los actos reclamados no se afectaría la administración de la justicia que debe ser pronta y eficaz, ya que el quejoso es actualmente Magistrado del Poder Judicial del Estado de Jalisco, lo que garantiza que la impartición de justicia no se vería interrumpida en beneficio de la sociedad; cabe precisar que dicha cuestión tampoco es suficiente para conceder la suspensión provisional respecto del procedimiento de que se trata.

Ello es así, toda vez que esa circunstancia no releva a éste del carácter de ser un acto de orden público, que a la sociedad le interesa que sea llevado a cabo en sus términos, no obstante que se trate de un Magistrado que tiene nombramiento vigente e incluso que sea inamovible, ya que con dicho procedimiento no se interrumpe su función jurisdiccional en forma inmediata, como tampoco se afectaría la impartición de la justicia, pues no tiene como consecuencia directa e ipso facto, el cese o la remoción del Magistrado quejoso.

Por otra parte, deviene ineficaz el argumento del inconforme en el sentido de que los actos del Congreso del Estado de Jalisco, relativos a la solicitud del Dictamen de que se trata, el inicio del procedimiento y la valoración de la ratificación o no del quejoso como Magistrado, ‘se efectúan sin que tenga competencia legal para ello’.

En apoyo de su argumentación, el recurrente invoca la tesis aislada emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, que dice:

‘SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONTRA LA REMOCIÓN DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES DE ELECCIÓN POPULAR CUANDO, APARENTEMENTE, LA ORDEN SE HUBIERA EMITIDO POR AUTORIDAD INCOMPETENTE. (La transcribe con sus datos de publicación)’.

La ineficacia del sintetizado argumento de agravio, deriva del hecho de que la ilegalidad que el recurrente atribuye al procedimiento que debe efectuar el Poder Legislativo del Estado de Jalisco, conforme a los decretos que se tildan de inconstitucionales, al considerar a aquél como incompetente para llevarlo a cabo, no constituye un acto susceptible de ser suspendido.

Pues si bien conforme a la teoría de la apariencia del buen derecho, se debe realizar un análisis preliminar respecto del probable resultado del juicio de amparo, ante la aparente inconstitucionalidad de los actos reclamados, en la especie no existen elementos objetivos que permitan arribar a la conclusión de que sea notoria la incompetencia de la autoridad, para que pueda suspenderse su actuación, de un solo análisis preliminar que al efecto se haga.

En tanto que no debe perderse de vista que al resolverse sobre la suspensión, no existe la posibilidad de determinar fehacientemente que los actos que se combaten sean contrarios a la Ley Fundamental o que la citada responsable sea incompetente para llevar a cabo ese procedimiento de ratificación.

Cuenta habida que, en su caso, ello derivará del estudio de los conceptos de violación que se expresan, al resolverse el fondo del juicio principal mas no al decidirse respecto de la solicitud de suspensión provisional.

Por lo que, se insiste, tales argumentos expresados a manera de solicitud de la suspensión provisional, relativos a la incompetencia del Congreso del Estado de Jalisco, atañen a cuestiones que tienen íntima relación con el fondo del asunto, lo cual no es dable jurídicamente examinar ni resolver en el cuaderno incidental, dado que será materia, en su caso, de la sentencia que se dicte en el juicio de amparo.

Al respecto, es menester citar el criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Tomo II, página 421, que establece:

‘CUESTIONES DE FONDO.- No deben tratarse, ni mucho menos resolverse, en el auto que concede o niega la suspensión’.

Asimismo, es dable citar los criterios sustentados por la Tercera Sala y la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su anterior integración, publicadas, respectivamente, en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo CVI, página 260, Tomo CV, página 2497 y Tomo CIV, página 1589, que dicen:

‘PROCEDIMIENTO JUDICIAL, SUSPENSION TRATÁNDOSE DEL. (Se transcribe)’; y,

‘PROCEDIMIENTO JUDICIAL, SUSPENSION IMPROCEDENTE DEL. (Se transcribe)’.

En efecto, constituye una cuestión atinente al fondo del principal verificar, en su caso, la competencia de la autoridad; por ende, no resulta dable resolver respecto de esa cuestión al decidirse sobre la suspensión solicitada.

Al respecto, resulta oportuno invocar, por el razonamiento jurídico que ministra –que apoya lo considerado, acerca de que la cuestión de competencia debe verificarse en el principal—, el criterio emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

‘MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN. SUS AGENTES TIENEN INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO CUANDO ESTIMEN QUE QUIEN ORDENÓ SU CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN CARECE DE FACULTADES. (Transcribe la tesis: 2a./J. 246/2007)’.

De ahí que, en el concreto aspecto relativo a la solicitud de la suspensión, con el argumento de que el Congreso Local carece de facultades para emitir los actos reclamados, este tribunal Colegiado considera que ello es una cuestión que derivará del estudio de los conceptos de violación que se expresan, al resolverse el fondo del juicio principal, mas no al decidirse respecto de la solicitud de suspensión provisional.

Consecuentemente, en ese concreto tema este órgano Federal discrepa de lo establecido en la tesis aislada emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, de rubro: ‘SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONTRA LA REMOCIÓN DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES DE ELECCIÓN POPULAR CUANDO, APARENTEMENTE, LA ORDEN SE HUBIERA EMITIDO POR AUTORIDAD INCOMPETENTE’; y, por tanto, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 196, fracción III, de la Ley de Amparo, se denuncia la posible contradicción de criterios ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Por otra parte, tampoco tiene aplicación al caso la jurisprudencia bajo el epígrafe: ‘SUSPENSIÓN. SU OTORGAMIENTO NO VIOLA DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA COMUNICACIÓN QUE SE HACE AL TITULAR DEL JUZGADO, PARA QUE HAGA ENTREGA DE DICHO ÓRGANO JURISDICCIONAL, CUANDO AÚN NO LLEGA EL TÉRMINO DEL ENCARGO’; justo, porque, precisamente, como quedó anotado, el procedimiento que se pretende paralizar no tiene como consecuencia que el quejoso sea removido de su función, aun cuando no ha concluido su nombramiento o sea inamovible, sino que sólo tiene por objeto calificar su posible ratificación.

Tampoco son suficientes para conceder la suspensión provisional la jurisprudencia y la tesis bajo los rubros: ‘SUSPENSIÓN, NOCIONES DE ORDEN PUBLICO Y DE INTERES SOCIAL PARA LOS EFECTOS DE LA’ y ‘SUSPENSIÓN, BASTA LA PRESUNCIÓN DE CERTEZA DEL ACTO RECLAMADO PARA TENER POR ACREDITADO PRESUNTIVAMENTE EL INTERÉS JURÍDICO DEL QUEJOSO EN EL INCIDENTE DE’.

Ello es así, ya que el primer criterio antedicho sólo alude a lo que debe entenderse por interés social y el orden público para efectos de la suspensión, mas no a la posibilidad de suspender el procedimiento administrativo como el que se trata; en tanto que el segundo en cita, refiere al acreditamiento del interés jurídico en el incidente de suspensión, aspecto que no es parte de la litis, ni constituye el motivo por el que se negó la medida suspensional.

Por otra parte, devienen ineficaces los argumentos del quejoso, en el sentido de que en el caso no se contravendría el interés social ni disposiciones de orden público, al concederse la medida precautoria, en virtud de que al suspenderse la aplicación de los decretos reclamados, no se impediría la observancia de las normas que contienen; que de no concederse la suspensión solicitada, se causarían mayores perjuicios a la integración y funcionamiento del Poder Judicial del Estado de Jalisco; que no se afectaría el orden público y se preservaría a su vez en defensa de la sociedad, que se encuentra interesada en que no se altere la finalidad (sic) de la colectividad.

Ello se estima así, toda vez que, como objetivamente correcto lo sostuvo la Juez A quo, en el caso no procede la suspensión de ‘la aplicación de los decretos que se reclaman’, ya que con ello se contravendrían disposiciones de orden público y se afectaría el interés social.

En efecto, es importante resaltar que sobre la naturaleza de orden público de que participa la función del Magistrado quejoso, debe concluirse que la función de tal servidor público es de orden de esa naturaleza, esto es, público, por las características de sus resoluciones que pueden emitir conforme a las leyes respectivas, en cuanto a la implicación que tienen respecto de la colectividad a quienes se dirigen sus decisiones jurisdiccionales; y, que la creación, organización, funcionamiento, nombramiento, suspensión o remoción de los encargados de esa función de orden público, están regidos por las leyes que al efecto se expidan por el Órgano Legislativo de la entidad federativa respectiva.

Por ello, debe arribarse a la conclusión de que los actos que tiendan, por cualquier causa, a calificar la ratificación del (sic) Magistrados del Poder Judicial del Estado, así como a someter esa decisión a un procedimiento específico, no son susceptibles de suspenderse, dado que la concesión de tal medida cautelar entrañaría la afectación del interés social y disposiciones de orden público, con evidente perjuicio para la sociedad, la cual está interesada en que la función de los servidores públicos se realice siempre en los términos y condiciones que señale la ley y, que las personas encargadas de ello, cumplan con las condiciones y requisitos que se estimen necesarios para desempeñar esa función.

Sin que resulte necesario para sustentar la anterior conclusión, medios de convicción que evidencien la afectación a las disposiciones de orden público y el perjuicio al interés social, pues como se ha precisado, esa contravención resulta evidente al pretenderse con la suspensión solicitada, que la ratificación de los magistrados en cita quede sin la sujeción a reglas ni al procedimiento establecido para ello.

Tiene aplicación, la jurisprudencia número 2a./J. 52/2002, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Julio de 2002, página 296, que dice:

‘ORDEN PÚBLICO E INTERÉS SOCIAL PARA EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. CUANDO ES EVIDENTE Y MANIFIESTA SU AFECTACIÓN, NO SE REQUIERE PRUEBA SOBRE SU EXISTENCIA O INEXISTENCIA. (Se transcribe)’.

De ahí la ineficacia de los argumentos de agravio en examen.

Máxime, que debe tenerse presente que la función en cuestión, como una función pública que es, no puede dejarse desarrollar sin el cuidado necesario, sin exigir requisitos como los que establece la ley aplicable, además de que esa función pública debe ser una garantía para que la colectividad pueda ejercer sus derechos derivados de una decisión jurisdiccional o pueda disfrutar libremente de sus bienes sin ninguna perturbación, pues debe imperar, dentro del ámbito de justicia, la seguridad jurídica.

De igual manera, respecto de la decisión que se asume, relativa a que las funciones de los magistrados quejosos atiende a cuestiones de orden público e interés social, resultan aplicables las tesis números P. LXXII/99 y P. LI/97, sustentadas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicadas, respectivamente, en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, noviembre de 1999, página 42 y Tomo V, marzo de 1997, página 254, que dicen: 

‘MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO. EL PROCEDIMIENTO PARA SU RATIFICACIÓN TIENDE A LA SATISFACCIÓN DE UNA NECESIDAD COLECTIVA. (Se transcribe)’; y,

‘RATIFICACION DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO. CONSTITUYE UN ACTO ADMINISTRATIVO DE ORDEN PUBLICO. (Se transcribe)’.

Como se advierte de los criterios transcritos con antelación, la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el procedimiento de ratificación de los magistrados, atiende a una necesidad colectiva y obedece a cuestiones de orden público, de lo que se puede concluir que por tratarse de cuestiones atinentes al orden público y al interés de la sociedad, ésta se encuentra interesada en que dichos funcionarios se sujeten a las disposiciones legales, tanto para su designación, como para su ratificación, a fin de que exista certidumbre jurídica de que las personas encargadas se (sic) administrar la justicia, lo hagan atendiendo los extremos del artículo 17 Constitucional.

Por esas razones, resulta evidente que en el caso no procede conceder la suspensión provisional que solicita el quejoso, pues ello equivaldría a que se desvinculara el proceso de ratificación de los magistrados del Poder Judicial del Estado de Jalisco, respecto de las normas y formalidades a las que se encuentra sujeto.

Por lo cual, como lo sostuvo la Juez de Distrito en el acuerdo recurrido, de concederse la medida supensoria, se causaría una afectación a la sociedad que se encuentra interesada en que dichos funcionarios, cumplan con los requisitos legales para realizar la función respectiva, además de que se contravendrían las disposiciones de orden público, que regulan la designación, nombramiento y remoción de los citados servidores públicos, pues constituye una garantía para la colectividad, la ratificación de magistrados que sean idóneos para impartir justicia pronta y expedita, en términos del artículo 17 Constitucional.

No pasan inadvertidos para este tribunal Colegiado, los argumentos expuestos por el inconforme, en el sentido de que el presente asunto puede resolverse aplicando la teoría de la apariencia del buen derecho, principio cuya existencia se encuentra en la jurisprudencia número P./J. 15/96, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

‘SUSPENSION. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE, SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 124 DE LA LEY DE AMPARO, HACER UNA APRECIACION DE CARACTER PROVISIONAL DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO. (Se transcribe)’.

De la jurisprudencia transcrita, se advierte que procede conceder la suspensión provisional de un acto cuando resulte aparentemente inconstitucional, considerando la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora, como en diversas partes lo aduce la inconforme; sin embargo, con independencia de que dicho criterio condiciona la medida precautoria a que se satisfagan los requisitos del artículo 124 de la Ley de Amparo y, que en el caso no se surten, como quedó apuntado.

Tampoco procede aplicar la apariencia del buen derecho, en virtud de que los actos reclamados no son en forma aparente inconstitucionales, como tampoco en sí mismos, tal como quedó precisado con anterioridad; de ahí que tal jurisprudencia no tenga aplicación al caso.

En ese orden de ideas, cabe precisar que resulta correcta la decisión asumida por la juzgadora de primer grado, en cuanto precisó que de conceder la suspensión provisional al quejoso, ‘se traduciría en el otorgamiento de prórroga del nombramiento de Magistrado, puesto que por un lado se impediría que el Congreso del Estado cumpliera con el procedimiento de evaluación previsto en el artículo 61 de la Constitución del Estado de Jalisco, y por el otro, si ese órgano decidiera la no ratificación o reelección, la suspensión daría la autorización para que continuara en el cargo’.

De ahí la ineficacia de los argumentos de agravio en examen.

[…]”.
Por su parte, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito emitió el criterio reflejado en la tesis VI.3o.A.1 A, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, enero de 2001, página 1803, con el rubro y texto siguientes:
“SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONTRA LA REMOCIÓN DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES DE ELECCIÓN POPULAR CUANDO, APARENTEMENTE, LA ORDEN SE HUBIERA EMITIDO POR AUTORIDAD INCOMPETENTE. Conforme a la jurisprudencia visible en la página dieciséis del Tomo III, abril de mil novecientos noventa y seis, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, sostenida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para decidir sobre la suspensión de los actos reclamados debe contemplarse ‘la apariencia del buen derecho’, consistente en el examen provisional de la naturaleza de la violación alegada, sin prejuzgar sobre la certeza de tal derecho; luego, si el quejoso solicitó la suspensión del acto reclamado en el que se determinó su remoción como funcionario municipal de elección popular, y aduce que dicho acto se emitió por autoridad incompetente, debe analizarse someramente tal efecto, y si resulta cierto, decretarse la suspensión de los actos reclamados, ya que si en efecto la autoridad carecía de facultades, habría de concederse en su oportunidad el amparo y protección de la Justicia Federal, además de que, por otro lado, con su concesión no se causan perjuicios al interés social ni se contravienen disposiciones de orden público, pues si bien la sociedad está interesada en que los funcionarios se desempeñen debidamente en el ejercicio de sus atribuciones y, por ende, cuando se decreta la remoción en sus cargos conviene que no continúen desempeñándose hasta en tanto se decida sobre la constitucionalidad de la medida, también verídico resulta que ese interés se presenta sólo cuando la orden emana de autoridad competente en términos del artículo 16 de la Carta Magna, pero no cuando en apariencia proviene de autoridad incompetente, donde el interés social se traslada para obligar a las autoridades a que actúen únicamente dentro del estricto marco legal de sus atribuciones, en aras de la permanencia del Estado de derecho, máxime que en tratándose de servidores públicos electos mediante el voto popular, existe interés de la sociedad en que no sean removidos sino únicamente en los casos y conforme a los procedimientos legales previstos”.

El Tribunal Colegiado referido sustentó dicha tesis, al fallar por unanimidad de votos, el recurso de queja **********, interpuesto por **********, en sesión de diecinueve de septiembre de dos mil, bajo las consideraciones sustanciales siguientes:

“QUINTO.- Resultan fundados los agravios que plantea el quejoso recurrente.

En efecto, en términos de la jurisprudencia visible en la página dieciséis, del Tomo III, abril de mil novecientos noventa y seis, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, sostenida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para decidir sobre la suspensión de los actos reclamados debe contemplarse ‘la apariencia del buen derecho’, que consiste en el examen de la naturaleza de la violación alegada sin prejuzgar, desde luego, sobre la certeza de tal derecho, lo que será materia de análisis en la sentencia que se dicte en el juicio de garantías.

La tesis que se invocó en el párrafo anterior a la letra dice: 

‘SUSPENSION. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE, SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL ARTICULO 124 DE LA LEY DE AMPARO, HACER UNA APRECIACION DE CARACTER PROVISIONAL DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO. (Se transcribe)’.

En el caso, el quejoso reclama la orden que dictaron el Secretario de Gobernación y Subsecretario Jurídico de Gobernación, ambos del Estado de Puebla, para que se le destituya del cargo de ********** que asegura tiene conferido en el Ayuntamiento del Municipio de **********, Puebla, así como la orden y ejecución por parte del presidente de dicho municipio, para que se lleve a cabo tal destitución.

Como argumento toral en los agravios se alega que dichas autoridades resultan incompetentes para emitir el acto que se les reclama, toda vez que el artículo 115, fracción I, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que serán las legislaturas de los estados las competentes para remover o suspender de sus cargos a los integrantes de los ayuntamientos.

Ahora bien, sin prejuzgar de manera definitiva sobre lo fundado o infundado de los conceptos de violación esgrimidos, pues eso será tema del fondo del asunto, asiste la apariencia del buen derecho al quejoso en tanto que, efectivamente, el artículo 115, fracción I, párrafo tercero, constitucional determina que serán las legislaturas de los estados las competentes para remover o suspender de sus cargos a los integrantes de los ayuntamientos, de manera tal que si resultaran ciertos los actos reclamados en la forma planteada en la demanda, habría de concederse en su oportunidad, al menos en apariencia hasta ahora, el amparo y protección de la Justicia Federal al peticionario de garantías, y por ende, debió concedérsele la suspensión provisional de los actos reclamados que solicitó para el efecto de que se mantengan las cosas en el estado en que se encuentran hasta en tanto se decida sobre la suspensión definitiva, pues de lo contrario, se le causan daños y perjuicios de difícil reparación.

Por otro lado, a juicio de este tribunal colegiado, y contrario a lo sostenido por el Juez Federal en el acuerdo recurrido, en el caso sí se satisfacen los requisitos que establece el artículo 124 de la Ley de Amparo para el otorgamiento de la suspensión, pues la solicitó el quejoso (fracción I); con su concesión no se causan perjuicios al interés social ni se contravienen disposiciones de orden público, ya que si bien es cierto la sociedad está interesada en que los funcionarios públicos se desempeñen en forma correcta y normal en el ejercicio de sus atribuciones, y por ende cuanto (sic) se decreta la suspensión o remoción en sus funciones la sociedad está interesada en que no continúen desempeñándose hasta en tanto se decida sobre la constitucionalidad de la medida, también verídico resulta que ese interés se presenta sólo cuando la orden emana de autoridad competente en términos del artículo 16 de la Carta Magna, pero no como en el caso, cuando se alega que la orden proviene de autoridad incompetente, donde el interés social se revierte para obligar a las autoridades a que actúen únicamente dentro del marco legal de sus atribuciones (fracción II); y, como ya se dijo en el párrafo anterior, de ejecutarse los actos reclamados se causarían al quejoso daños y perjuicios de difícil reparación.

Sirve de apoyo la tesis publicada en la página cuatrocientos sesenta y dos, del Tomo LIII, de la Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, que reza:

‘AYUNTAMIENTOS, SUSPENSION TRATANDOSE DE DEPONER A LOS MIEMBROS. (Se transcribe)’.

Así como la visible en la página mil setecientos sesenta y nueve, del Tomo L, de la Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, que dice:

‘AYUNTAMIENTOS, SUSPENSION TRATANDOSE DE DEPONER A LOS MIEMBROS DE LOS. (Se transcribe)’.

No pasa inadvertido que en el duplicado del incidente de suspensión que remitió el Juez de Distrito con el informe relativo a esta queja no obra evidencia alguna que indique que el quejoso efectivamente ostenta el cargo de ********** del Ayuntamiento del Municipio de **********, Puebla; sin embargo, se desconoce si en el original del incidente o en los autos del juicio de amparo sí existe tal constancia, y como el a quo no negó la suspensión por ese motivo, sino por cuestiones que ven al fondo de la medida, debe presumirse que está colmado ese requisito.

Finalmente, dicho sea de paso, la suspensión no libera al funcionario municipal quejoso de ejercer sus atribuciones con estricto apego a las normas que rijan su competencia.

En este orden de ideas, debe concluirse que fue indebido que el Juez de Distrito negara la suspensión de los actos reclamados, de ahí que deba declararse fundado este recurso de queja, y como se señaló en párrafo anterior, concederse la suspensión provisional de los actos reclamados para el efecto de que se mantengan las cosas en el estado que se encuentran, hasta en tanto se decida sobre la suspensión definitiva, siempre y cuando el quejoso realmente ostente el cargo que se atribuye”.

CUARTO. Procede ahora analizar, si existe la contradicción de tesis denunciada, a cuyo efecto debe precisarse que, de lo dispuesto en el artículo 197-A de la Ley de Amparo y de la tesis de jurisprudencia P./J. 26/2001, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, abril de 2001, página 76, cuyo rubro es: “CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA”, deriva que, para la configuración de una contradicción de tesis entre Tribunales Colegiados de Circuito, es preciso que:

a) Al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes; 

b) La diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas; y, 

c) Los distintos criterios provengan del examen de los mismos elementos.

A efecto de estar en posibilidad de determinar si existe o no la contradicción de criterios denunciada y, en su caso, pronunciarse sobre el que deberá prevalecer, es menester tomar en consideración los antecedentes y la conclusión a la que cada Órgano Colegiado arribó, como se expone a continuación:

A) El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito conoció del recurso de queja **********, interpuesto por **********, en contra del auto de siete de mayo de dos mil ocho, dictado en el incidente de suspensión perteneciente al juicio de amparo **********, por el que la Juez Segundo de Distrito en Materia Administrativa en el Estado de Jalisco, por una parte, concedió la suspensión provisional de los actos reclamados y, por otra, la negó, respecto a la aplicación de los preceptos tildados de inconstitucionales (artículo 61 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, los Decretos de la Legislatura Local 16,541, 19,674 y 21928/LVHI/07, que reformaron dicho precepto constitucional, y los Decretos 16,594, 19,960 y 21946/LVIII/07, por los cuales se expidió y modificó la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco) y al oficio ********** de dieciséis de abril de dos mil ocho, girado por el Secretario General del Congreso, al Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, ambos del Estado de Jalisco, como acto de aplicación de las normas impugnadas, en lo referente a iniciar, continuar o tramitar cualquier procedimiento dentro de sus respectivas competencias y atribuciones, acerca de la comprobación del desempeño y las funciones del quejoso, con el propósito de su reelección o ratificación en el cargo de Magistrado, o su separación.
La Juez de Distrito fundó la negativa de la medida cautelar, que se impugnó a través del  recurso de queja, en el artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo y la sustentó, esencialmente, en que el procedimiento relativo (de comprobación y resolución, con miras a evaluar el desempeño de los funcionarios del Poder Judicial del Estado, concretamente respecto al cargo de Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia de la entidad, que culminará con la reelección o ratificación en el cargo o con su separación, previsto en el artículo 61 de la Constitución del Estado de Jalisco, y 23 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la entidad) es de orden público y de interés social, respecto del cual “debe prevalecer el interés de la sociedad de contar con juzgadores idóneos que aseguren una impartición de justicia pronta, completa, gratuita e imparcial, sobre el interés del quejoso de mantenerse en el cargo de Magistrado del Supremo TribunaI de Justicia del Estado, sin el procedimiento de comprobación del desempeño de su función”; consideraciones que la Juez de Distrito apoyó en las tesis de jurisprudencia P./J. 106/2000, P./J. 23/2006 y P./J. 19/2006, del Pleno de este Alto Tribunal, de rubros: “INAMOVILIDAD JUDICIAL. NO SÓLO CONSTITUYE UN DERECHO DE SEGURIDAD O ESTABILIDAD DE LOS MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES QUE HAYAN SIDO RATIFICADOS EN SU CARGO SINO, PRINCIPALMENTE, UNA GARANTÍA A LA SOCIEDAD DE CONTAR CON SERVIDORES IDÓNEOS”, “RATIFICACIÓN O NO DE FUNCIONARIOS JUDICIALES LOCALES. LA DECISIÓN CORRESPONDIENTE ES UN ACTO QUE TRASCIENDE LOS ÁMBITOS INTERNOS DE GOBIERNO, POR LO QUE ES EXIGIBLE QUE ESTÉ DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA” y “MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES. ASPECTOS QUE COMPRENDE LA ESTABILIDAD O SEGURIDAD EN EL EJERCICIO DE SU CARGO”.
El Tribunal Colegiado calificó infundada la queja, al desestimar los agravios en función de que no encontró objetivamente incorrecta la ponderación efectuada por la Juez de Distrito, sobre la afectación al interés social y a disposiciones de orden público, respecto de los actos por los que el quejoso solicitó la suspensión, “para que las autoridades responsables se abstengan de iniciar, continuar o tramitar cualquier procedimiento de comprobación del desempeño de funciones con el propósito de reelección o ratificación del cargo de Magistrado”.
A juicio del Tribunal Colegiado, la suspensión provisional no procede respecto a la pretensión de paralizar el inicio o prosecución del procedimiento, porque éste es de orden público y la sociedad está interesada en que se lleve a cabo, a fin de que cumpla con la finalidad para la que fue creado.

Asimismo, sostuvo, el argumento relativo a que con la suspensión de los actos reclamados no se afectaría la administración de la justicia que debe ser pronta y eficaz, ya que el quejoso es actualmente Magistrado del Poder Judicial de la entidad, lo que garantiza que la impartición de justicia no se vería interrumpida en beneficio de la sociedad; no era suficiente para conceder la medida cautelar, porque tal circunstancia no priva al acto de su naturaleza de orden público y del interés que la sociedad tiene en su prosecución, aunque se trate de un Magistrado con nombramiento vigente y que goza de inamovilidad, ya que con tal procedimiento no se interrumpe su función jurisdiccional en forma inmediata, como tampoco se afectaría la impartición de la justicia, pues no tiene como consecuencia directa, el cese o la remoción del Magistrado quejoso.
El Tribunal Colegiado calificó ineficaz el argumento de que los actos consistentes en la solicitud del Dictamen relativo, el inicio del procedimiento y la evaluación de la ratificación o no del quejoso como Magistrado, los efectuaba el Congreso del Estado de Jalisco, sin que tuviera competencia legal para ello; dado que no eran actos susceptibles de suspenderse, pues si bien conforme a la teoría de la apariencia del buen derecho, se debe realizar un análisis preliminar respecto del probable resultado del juicio de amparo, ante la aparente inconstitucionalidad de los actos reclamados, en este caso no existían elementos objetivos que permitieran arribar a la conclusión de que fuera notoria la incompetencia de la autoridad, para que pudiera suspenderse su actuación, del solo análisis preliminar que al efecto se hiciera.

Lo anterior, explicó el Órgano Colegiado del conocimiento, porque al resolverse sobre la suspensión, no existía la posibilidad de determinar fehacientemente, que los actos combatidos fueran contrarios a la Ley Fundamental o que la autoridad responsable fuera incompetente para llevar a cabo el procedimiento de ratificación del quejoso como Magistrado, pues, en su caso, ello derivaría del estudio de los conceptos de violación, al resolverse el fondo del juicio principal, mas no al decidirse sobre la suspensión provisional. En apoyo a sus consideraciones, el Tribunal Colegiado invocó la tesis de la Sexta Época, de rubro: “CUESTIONES DE FONDO”, y las tesis de las Salas Tercera y Primera de este Alto Tribunal, en su anterior integración, de rubros: “PROCEDIMIENTO JUDICIAL, SUSPENSION TRATÁNDOSE DEL” y “PROCEDIMIENTO JUDICIAL, SUSPENSION IMPROCEDENTE DEL”.

De igual forma, el Órgano federal del conocimiento calificó ineficaces los argumentos del quejoso, relativos a que con el otorgamiento de la medida precautoria no se contravendría el interés social ni se vulnerarían disposiciones de orden público; ello, porque la función de Magistrado es de orden público y la creación, organización, funcionamiento, nombramiento, suspensión o remoción de los encargados de esa función, están regidos por las leyes que al efecto expida el Órgano Legislativo de la entidad, por lo cual, los actos que tiendan por cualquier causa, a calificar la ratificación de Magistrados del Poder Judicial del Estado y a someter esa decisión a un procedimiento específico, no son susceptibles de suspenderse, pues lo contrario afectaría el interés social y contravendría disposiciones de orden público, con evidente perjuicio para la sociedad, ya que con la suspensión solicitada se pretende que la ratificación de magistrados quede sin la sujeción a reglas ni al procedimiento establecido para ello; máxime que la función pública precisada no puede dejarse desarrollar sin el cuidado necesario, sin exigir requisitos como los que establece la ley aplicable, además de que esa función pública debe ser una garantía para que la colectividad pueda ejercer sus derechos derivados de una decisión jurisdiccional o disfrutar libremente de sus bienes sin ninguna perturbación, pues debe imperar, dentro del ámbito de justicia, la seguridad jurídica.

En apoyo a tales consideraciones, el Tribunal Colegiado invocó las tesis del Pleno de este Alto Tribunal, P. LXXII/99 y P. LI/97, de rubros: “MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO. EL PROCEDIMIENTO PARA SU RATIFICACIÓN TIENDE A LA SATISFACCIÓN DE UNA NECESIDAD COLECTIVA” y “RATIFICACION DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO. CONSTITUYE UN ACTO ADMINISTRATIVO DE ORDEN PUBLICO”. 
Por tanto, concluyó el Órgano del conocimiento, era evidente que no procedía conceder la suspensión provisional solicitada, pues ello equivaldría a que se desvinculara el proceso de ratificación de los magistrados del Poder Judicial del Estado de Jalisco, de las normas y formalidades a las que se encuentra sujeto y, de concederse la medida, se afectaría a la sociedad, que se encuentra interesada en que dichos funcionarios cumplan los requisitos legales para realizar su función, además que se contravendrían las disposiciones de orden público que regulan la designación, nombramiento y remoción de los citados servidores públicos, siendo que la ratificación de magistrados que sean idóneos para impartir justicia pronta y expedita, en términos del artículo 17 constitucional, es una garantía para la colectividad.

El Tribunal Colegiado sostuvo que eran inatendibles los argumentos atinentes a que el asunto podía resolverse aplicando la teoría de la apariencia del buen derecho, contenida en la tesis de jurisprudencia P./J. 15/96, del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, conforme a la cual procede conceder la suspensión cuando el acto sea aparentemente inconstitucional, considerando la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora; con independencia de que dicho criterio condiciona la medida precautoria a que se satisfagan los requisitos del artículo 124 de la Ley de Amparo, los cuales no se surtieron en el caso concreto; tampoco procedía aplicar la apariencia del buen derecho, en virtud de que los actos reclamados no eran en forma aparente inconstitucionales, como tampoco en sí mismos, por lo que la jurisprudencia citada no tenía aplicación al caso y, en ese sentido, era correcta la decisión de la a quo, en cuanto a que de conceder la suspensión provisional, ello se traduciría en el otorgamiento de prórroga del nombramiento de Magistrado, pues por un lado se impediría que el Congreso del Estado cumpliera con el procedimiento de evaluación previsto en el artículo 61 de la Constitución del Estado de Jalisco y, por otro, si ese órgano decidiera la no ratificación o reelección, la suspensión daría la autorización para que el quejoso continuara en el cargo.
B) El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito conoció del recurso de queja **********, interpuesto por **********, en contra del auto de ocho de septiembre de dos mil, dictado en el incidente de suspensión relativo al juicio de amparo **********, por el cual el Juez Sexto de Distrito en el Estado de Puebla negó la suspensión provisional de los actos reclamados consistentes en “la orden que se ha dado para destituirme del cargo de ********** del H. Ayuntamiento del Municipio de **********, Puebla, y su ejecución”, que atribuyó al Secretario de Gobernación y al Subsecretario Jurídico de la Secretaría de Gobernación, ambos del Estado de Puebla, así como al Presidente Municipal de **********, Puebla; ello, al considerar el Juez de Distrito, que los actos de las autoridades administrativas que tengan por objeto el cese o remoción de un empleado público, o la suspensión temporal en su cargo, se presumen ejecutados para el mejor servicio, como una de las funciones primordiales conferidas al Estado, por lo que en su contra no procede la suspensión, ya que de concederse se perjudicaría el interés general y el de la sociedad, la cual se encuentra interesada en el correcto y normal funcionamiento de las instituciones, y en apoyo a tal consideración invocó la tesis de rubro: “TRABAJADORES DEL ESTADO, IMPROCEDENCIA DE LA SUSPENSIÓN CONTRA EL CESE DE LOS”.

El Tribunal Colegiado del conocimiento estimó fundados los agravios, porque conforme a la jurisprudencia P./J. 15/96 del Pleno de este Alto Tribunal, para decidir sobre la suspensión de los actos reclamados debe contemplarse “la apariencia del buen derecho”, relativa al examen de la naturaleza de la violación alegada, sin prejuzgar sobre la certeza de tal derecho, lo que será materia de análisis de fondo en la sentencia que se dicte en el juicio de garantías.

Luego, como el argumento toral de los agravios consistía en que las autoridades responsables eran incompetentes para emitir el acto que se les reclamaba, toda vez que el artículo 115, fracción I, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que las legislaturas de los Estados serán las competentes para remover o suspender de sus cargos a los integrantes de los ayuntamientos, entonces, sin prejuzgar sobre lo fundado o infundado de los conceptos de violación, lo cual sería materia del fondo del asunto, a juicio del Tribunal Colegiado asistía la apariencia del buen derecho al quejoso, en tanto que, efectivamente, el precepto constitucional citado dispone que a las legislaturas de los estados les compete remover o suspender de sus cargos a los integrantes de los ayuntamientos, de manera que si resultaran ciertos los actos reclamados en la forma planteada en la demanda, aparentemente habría de concederse al quejoso, en su oportunidad, la protección constitucional; que por tanto, debió concedérsele la suspensión provisional, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el estado en que se encontraban hasta en tanto se decidiera sobre la suspensión definitiva, pues de lo contrario, se le causarían daños y perjuicios de difícil reparación.

Asimismo, que contrariamente a lo sostenido por el Juez federal en el auto recurrido, en el caso se satisfacían los requisitos previstos en el artículo 124 de la Ley de Amparo, para el otorgamiento de la suspensión, pues la solicitó el quejoso; con su concesión no se causaban perjuicios al interés social ni se contravenían disposiciones de orden público, pues si bien la sociedad está interesada en que los funcionarios públicos se desempeñen en forma correcta y normal en el ejercicio de sus atribuciones y, por ende, cuando se decreta la suspensión o remoción en sus funciones, la sociedad está interesada en que no continúen desempeñándose hasta en tanto se decida sobre la constitucionalidad de la medida, lo cierto era que ese interés se presenta sólo cuando la orden emana de autoridad competente en términos del artículo 16 de la Carta Magna, mas no como en el caso, cuando se alegaba que la orden provenía de autoridad incompetente, donde el interés social se revertía para obligar a las autoridades a que actuaran únicamente dentro del marco legal de sus atribuciones, y de ejecutarse los actos reclamados se causarían al quejoso daños y perjuicios de difícil reparación.

Por último, expuso el Tribunal Colegiado, la suspensión no liberaba al funcionario municipal quejoso, de ejercer sus atribuciones con estricto apego a las normas que rigieran su competencia.

Los elementos descritos evidencian que, en este caso, no se actualizan los supuestos previstos en la tesis de jurisprudencia invocada, para la existencia de la contradicción denunciada.
Es así, porque aun cuando los dos Tribunales Colegiados aplicaron la Ley de Amparo y resolvieron sendos recursos de queja interpuestos contra dos diversos proveídos en los cuales los Jueces de Distrito correspondientes negaron la suspensión provisional de los actos reclamados, y mientras uno de los Tribunales estimó infundada la queja y el otro la declaró fundada, concediendo en este último caso la medida cautelar solicitada, lo cierto es que los actos reclamados y las circunstancias que privaron en cada caso son sustancialmente distintos.
En efecto, se afirma que los actos reclamados en cada caso, sobre los que versó la procedencia o no de la suspensión provisional son, en esencia, diferentes, porque:

· En el asunto del que conoció el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el peticionario de garantías reclamó, además de las leyes relativas, el oficio por el cual el Congreso de Jalisco solicitó al Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia de la entidad, que remitiera el dictamen relativo y la información pertinente, para llevar a cabo el procedimiento de comprobación del desempeño y las funciones del quejoso, con el propósito de decidir sobre su reelección o ratificación en el cargo de Magistrado del referido Supremo Tribunal, o su separación.
· En el amparo que dio origen a la queja que resolvió el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, el quejoso señaló como acto reclamado, la orden dada por el Secretario de Gobernación del Estado de Puebla y el Subsecretario Jurídico de esa propia dependencia, al Presidente Municipal de **********, Puebla, para que el quejoso fuera destituido del cargo de ********** del Ayuntamiento de dicho Municipio.
La diferencia de los actos reclamados es trascendente, pues mientras en un caso se combatieron actos vinculados al procedimiento de evaluación, para la reelección o ratificación, o separación del cargo, respecto de un juzgador perteneciente al Poder Judicial de una entidad, en el otro se señaló como acto reclamado, la orden directa proveniente del Poder Ejecutivo de una diversa entidad, de destituir del cargo a un integrante de un ayuntamiento municipal; es decir, en un caso, la ejecución del acto reclamado, como lo afirmó el Tribunal Colegiado denunciante, implicaba la tramitación del procedimiento relativo, con la cual no se interrumpía la función jurisdiccional del Magistrado quejoso ni se afectaba la impartición de justicia, pues dicho procedimiento no tenía como consecuencia directa, el cese o la remoción inmediata de dicho funcionario judicial, lo cual implica que la suspensión de los actos reclamados hubiera conllevado la paralización del procedimiento de evaluación del desempeño de un funcionario del Poder Judicial de Jalisco, el cual tiene fundamento en la Constitución Política de dicha entidad (artículo 61) mientras que, en el otro caso, la ejecución del acto reclamado, por sí misma, tenía por consecuencia la separación inmediata del quejoso, como integrante de un Ayuntamiento municipal, es decir, como autoridad electa mediante voto universal, libre, secreto y directo.

Esos distintos actos reclamados dieron lugar, además, a que ambos Tribunales Colegiados utilizaran razonamientos disímbolos, al momento de decidir sobre la procedencia o no de la suspensión provisional de los actos reclamados, lo cual evidencia que, en realidad, no existe contradicción alguna entre las respectivas afirmaciones de los Órganos Colegiados, pues ambos coincidieron en que, en acatamiento a la tesis de jurisprudencia P./J. 15/96 del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que acoge la teoría de la apariencia del buen derecho, al momento de decidir sobre la suspensión del acto reclamado se debe realizar un análisis preliminar, respecto del probable resultado del juicio de amparo y la aparente inconstitucionalidad de los actos reclamados.

No obstante esa coincidencia de posturas, los hechos relevantes que imperaron en cada caso concreto son los que, a la postre, provocaron que los Tribunales de amparo arribaran a conclusiones diferentes, mas no contradictorias. Efectivamente:

· El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito sostuvo que, si bien debía aplicarse la apariencia del buen derecho y que, en la especie, el quejoso argumentó que los actos atinentes al inicio del procedimiento y la evaluación de su ratificación o no en el cargo de Magistrado, los efectuaba el Congreso del Estado de Jalisco sin que tuviera competencia legal para ello, lo cierto era que en este caso, el solo análisis preliminar no arrojaba elementos objetivos que permitieran concluir, que la incompetencia de la autoridad fuera notoria, para que pudiera suspenderse su actuación.
· En cambio, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, aplicando la propia teoría de la apariencia del buen derecho, advirtió que, tal como lo afirmó el quejoso en sus agravios, aparentemente las autoridades responsables eran incompetentes para emitir el acto reclamado, toda vez que el artículo 115, fracción I, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que serán las legislaturas de los Estados las competentes para remover o suspender de sus cargos a los integrantes de los ayuntamientos; ante ello, el Tribunal Colegiado determinó que, sin prejuzgar sobre los conceptos de violación, lo cual sería materia del análisis de fondo, asistía la apariencia del buen derecho al quejoso, en cuanto al sustento constitucional de la incompetencia aducida, por lo cual, de resultar ciertos los actos reclamados en la forma planteada en la demanda de garantías, al parecer habría de concederse en su oportunidad la protección constitucional.

Lo expuesto patentiza que, incluso, ambos Tribunales Colegiados convergieron en que la incompetencia de la autoridad responsable da lugar a que, en aplicación de la teoría de la apariencia del buen derecho, se conceda la suspensión de los actos reclamados; sin embargo, sus conclusiones diferentes derivaron de una cuestión probatoria, relacionada con la notoriedad o no de la incompetencia alegada, puesto que:

· Para el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, del análisis preliminar de los actos reclamados, no derivaban elementos objetivos que llevaran concluir, que fuera notoria la incompetencia atribuida al Congreso del Estado de Jalisco, para iniciar y tramitar el procedimiento de evaluación del desempeño de los Magistrados del Supremo Tribunal de la entidad, tendente a su ratificación o no en el cargo. 
· En cambio, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito precisó que, al menos en ese análisis preliminar, la incompetencia de las autoridades responsables, Secretario de Gobernación del Estado de Puebla y Subsecretario Jurídico de la propia dependencia (pertenecientes al Ejecutivo local) a quienes se les atribuyó haber girado al Presidente Municipal de **********, Puebla, la orden que constituyó el acto reclamado, a fin de que el quejoso fuera destituido del cargo de ********** del Ayuntamiento de dicho Municipio, derivaba del artículo 115, fracción I, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual, serán las legislaturas de los Estados las competentes para remover o suspender de sus cargos a los integrantes de los ayuntamientos.
Es decir, en un caso, el Tribunal Colegiado estimó que no había elementos objetivos que evidenciaran, hasta ese momento, que fuera notoria la incompetencia atribuida a las autoridades responsables, a diferencia del otro, en que el Tribunal del conocimiento tomó en cuenta que había sustento constitucional que apoyaba la alegada incompetencia de las autoridades responsables (lo que de suyo implica la notoriedad de la incompetencia) y hacía probable el otorgamiento de la protección constitucional en su oportunidad.
Esa distinción en la cuestión probatoria precisada patentiza, que no se trata de asuntos en los que se hayan analizado los mismos elementos jurídicos y, por tanto, en los criterios sustentados por los Tribunales Colegiados de que se trata no subyace la contradicción de criterios denunciada.

Otra diferencia radical en los elementos examinados derivó del análisis del requisito previsto en el artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo, para el otorgamiento de la suspensión de los actos reclamados, toda vez que: 

· El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito estimó que no se satisfacía dicho requisito, porque el otorgamiento de la suspensión equivaldría a que se desvinculara el proceso de ratificación de los magistrados del Poder Judicial local, de las normas y formalidades a las que se encuentra sujeto, afectando a la sociedad, que se encuentra interesada en que dichos funcionarios cumplan los requisitos legales para realizar su función, y que además se contravendrían las disposiciones de orden público que regulan la designación, nombramiento y remoción de los citados servidores públicos, pues la ratificación de magistrados que sean idóneos para impartir justicia pronta y expedita, en términos del artículo 17 constitucional, es una garantía para la colectividad.
· A diferencia de ello, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito advirtió que, en el caso, sí se satisfacía el requisito mencionado, porque con el otorgamiento de la suspensión no se causaban perjuicios al interés social ni se contravenían disposiciones de orden público, ya que si bien la sociedad está interesada en que los funcionarios públicos se desempeñen en forma correcta y normal en el ejercicio de sus atribuciones y, por ende, cuando se decreta la suspensión o remoción en sus funciones, la sociedad está interesada en que no continúen desempeñándolas hasta en tanto se decida sobre la constitucionalidad de la medida; lo cierto es que tal interés se presenta sólo cuando la orden emana de autoridad competente en términos del artículo 16 constitucional, mas no cuando se alega que la orden proviene de autoridad incompetente, donde el interés social se revierte para obligar a las autoridades a que actúen únicamente dentro del marco legal de sus atribuciones.

En el punto precisado no puede estimarse que exista divergencia de posturas, pues aunque un Tribunal Colegiado estimó colmado el requisito del artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo, y el otro no, ello no conlleva necesaria e indefectiblemente a que exista disparidad en las posiciones jurídicas adoptadas, ya que se trata de actos radicalmente distintos, según se precisó, tanto en su naturaleza como en la notoriedad de la incompetencia atribuida a las autoridades responsables en cada caso, lo cual conduce a descartar la existencia de elementos comunes, cuyo análisis diera lugar a la contradicción de criterios en torno a un mismo problema jurídico.

Al respecto son aplicables las tesis de jurisprudencia 3a./J. 37/93 y 3a./J. 38/93, así como la tesis aislada 3a. XIII/93, todas sustentadas por la otrora Tercera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicadas las dos primeras en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo 72, diciembre de 1993, páginas 44 y 45, y la tercera de ellas, en el Semanario Judicial de la Federación, perteneciente a la misma Octava Época, Tomo XI, febrero de 1993, página 7, cuyos rubros y textos son: 

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES IMPROCEDENTE LA DENUNCIA QUE SE FORMULA RESPECTO DE RESOLUCIONES EN LAS QUE EL PROBLEMA JURÍDICO ABORDADO ES DIFERENTE Y DE LO SOSTENIDO EN ELLAS NO DERIVA CONTRADICCIÓN ALGUNA. Los artículos 107, fracción XIII, constitucional y 197-A de la Ley de Amparo, regulan la contradicción de tesis sobre una misma cuestión jurídica como forma o sistema de integración de jurisprudencia, entendiendo por tesis el criterio jurídico de carácter general que sustenta el órgano jurisdiccional al examinar un punto de derecho controvertido en el asunto que se resuelve. Consecuentemente, debe considerarse improcedente la denuncia que se formula respecto de resoluciones que, aunque genéricamente, se hayan referido a un problema de similar naturaleza, en forma específica aborden cuestiones diversas y de lo sostenido en ellas no se derive contradicción alguna, pues no existe materia para resolver en la contradicción denunciada”.
“CONTRADICCIÓN DE TESIS. PARA QUE SE GENERE SE REQUIERE QUE UNA TESIS AFIRME LO QUE LA OTRA NIEGUE O VICEVERSA. La existencia de una contradicción de tesis entre las sustentadas en sentencias de juicios de amparo directo, no se deriva del solo dato de que en sus consideraciones se aborde el mismo tema, y que en un juicio se conceda el amparo y en otro se niegue, toda vez que dicho tema pudo ser tratado en diferentes planos y, en consecuencia, carecer de un punto común respecto del cual lo que se afirma en una sentencia se niegue en la otra o viceversa, oposición que se requiere conforme a las reglas de la lógica para que se genere la referida contradicción”.
“CONTRADICCIÓN DE TESIS. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA. Los artículos 107 fracción XIII constitucional y 197-A de la Ley de Amparo, previenen la contradicción de tesis como una forma o sistema de integración de jurisprudencia. Así, siendo la tesis el criterio jurídico de carácter general que sustenta el órgano jurisdiccional al examinar un punto de derecho controvertido en el asunto que se resuelve, para que exista dicha contradicción es indispensable que se presente una oposición de criterios en torno a un mismo problema jurídico, de tal suerte que, interpretando y fundándose los tribunales en iguales o coincidentes disposiciones legales, uno afirme lo que otro niega o viceversa. De no darse estos supuestos es manifiesta la improcedencia de la contradicción que al respecto se plantee”. 
Es también aplicable la tesis de jurisprudencia 2a./J. 24/95, sostenida por esta Segunda Sala, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, julio de 1995, página 59, del tenor siguiente: 

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES INEXISTENTE SI LOS CRITERIOS DIVERGENTES TRATAN CUESTIONES ESENCIALMENTE DISTINTAS. Para que se configure la contradicción de tesis a que se refiere el artículo 197-A de la Ley de Amparo, es menester que las resoluciones pronunciadas por los Tribunales Colegiados que sustenten criterios divergentes traten cuestiones jurídicas esencialmente iguales; por tanto, si la disparidad de criterios proviene de temas diferentes, la contradicción es inexistente”.

En las narradas condiciones, se reitera, no existe contradicción entre los criterios sostenidos por los Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, Segundo del Tercer Circuito y Tercero del Sexto Circuito, pues ambos tribunales analizaron en sus sentencias respectivas, cuestiones jurídicas que, aunque tienen elementos comunes, son esencialmente diversas, según quedó ampliamente detallado.
Consecuentemente, debe declararse inexistente la contradicción de tesis denunciada.

No obsta a lo anterior, que el Agente del Ministerio Público Federal aún no haya desahogado la vista que se ordenó darle en esta contradicción de tesis, ya que ante su inexistencia, no resulta práctico esperar a que concluya el plazo correspondiente de la vista dada al representante social, para emitir resolución en este asunto; ello, conforme a la jurisprudencia 2a./J. 110/2002, de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, octubre de 2002, página 200, cuyo contenido es:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. SI ES EVIDENTE SU INEXISTENCIA, PUEDE EMITIRSE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE SIN ESPERAR A QUE VENZA EL PLAZO ESTABLECIDO PARA QUE EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA FORMULE SU OPINIÓN. El artículo 197-A de la Ley de Amparo concede al Procurador General de la República el plazo de treinta días para que exponga su parecer respecto de una denuncia de contradicción de tesis; sin embargo, en aquellos casos en que se advierta, de modo indudable, que no existe dicha oposición de criterios, resulta ocioso e impráctico esperar, como mero formalismo, a que concluya ese plazo para emitir la resolución correspondiente, en tanto que cualquiera que fuera la opinión de la representación social, no tendría el alcance de cambiar el sentido en que debe resolverse el asunto”.
Por lo expuesto y fundado, con apoyo en los artículos 107, fracción XIII, y 197-A de la Ley de Amparo, se resuelve:

ÚNICO. No existe la contradicción de tesis denunciada.

Notifíquese; con testimonio de la presente resolución, hágase del conocimiento de los Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, Segundo del Tercer Circuito y Tercero del Sexto Circuito, la decisión de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y, en su oportunidad, archívese el expediente.
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Mariano Azuela Güitrón, Genaro David Góngora Pimentel, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita Beatriz Luna Ramos y Ministro Presidente José Fernando Franco González Salas. Fue ponente el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel.

Firman el Ministro Presidente y el Ministro Ponente con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA SALA 

MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS.

PONENTE

MINISTRO GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL. 

SECRETARIO DE ACUERDOS

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ.

Se hace constar que la presente foja corresponde a la contradicción de tesis 87/2008-SS, entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Tercero en Materia Administrativa del Sexto Circuito, fallada el veinticinco de junio de dos mil ocho, en el sentido siguiente: ÚNICO. No existe la contradicción de tesis denunciada. Conste.
En términos de lo establecido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su sesión de veinticuatro de abril de dos mil siete, y conforme a lo previsto en los artículos 3º, fracciones II, VI y XIV, inciso c); 13, 14, fracciones I y IV, y 18, fracción II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial, que encuadra en esos supuestos normativos. Conste.
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